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Panamá, l7 dejulio de 2025
Nota C- I 88-25

Señor Director:

Ref.: Péliza Colectiya de Vida para los miembros que conforman la Junta Directiv¡ de
la Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre.

Me dirijo a usted en esta ocasión y, con nuestro acostumbrado respeto, en atención a su Nota
No. l373/DC/D.ADMIN/ATT"I de 25 de junio de 2025, a través de la cual nos consulta si

es viable o no, la obtención de una Póliza Colectiva de Vida para los miembros que

conforman la Junta Directiva de la Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre. en atención
al ejercicio de las atribuciones conGridas por ley.

Este Despacho, previo a la revisión jurídica de las atribuciones legales de la Autoridad del
Tránsito y Transporte Terestre, que constiluye el tema objeto de su intenogante. estima
pertinente referir el contenido del artículo l8 del Texto Fundamental, que en concordancia
con el artículo 34 de la Ley No. 38 de 3l dejulio de 2000 "Que apruebo el Estututo Orgúnico
de la Procuraduría de la Adminis¡ración, regula el Procecliniento Administrútilo Generul
y dicta disposiciones especiales", consagra el principio de legalidad, conforme al cual
todas las actuaciones administrativas deben estar sometidas a las leyes, estableciendo así un
límite a los poderes del Estado, esto es, que deben ejercerse con apego a la le_r'vigente 1' la
jurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo puede hacer lo que la le¡ le
permita.

En tomo a este principio de derecho público, la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Panamá en Sentencia t-echada

24 de septiembre de 2020, exlerna que "... lafirwlidad del principio de esrrictu legalid«|.
es garan¡izar que la actuacíón de las autoridades públicas se sujete a un conjunto de reglos
y normas previantente establecidas, de forma tal que se eyite toda arbitrariedatl o abuso de
poder que pueda afectar a los administrados".

Se desprende así con meridiana claridad. que los actos administrativos emitidos por los
servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la
ley y que, en estricto cumplimiento del mandato constitucional, tal comportamiento revestirá
y asegurará que el acto emitido se presuma igualmente legal.

Licenciado
SIMÓN HENRÍQULZDíAZ
Director General. Encargado
Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre
Ciudad.
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Establecido el marco constitucional, se observa que la Ley No.34 de 28 de julio de 19991
" Por la cual se crea la Autori¿lad del Tránsito y Transporte Terrestre, se nnd(ica lu Le¡' lJ
de 1993 y se dictan otras disposiciones", estableció entre las funciones de la Autoridad del
Tránsito y Transporte Terrestre, la planificación, investigación, dirección y supervisión.
fiscalización, operación y control del transpofe terrestre en la República de Panamá2.

Así mismo. en el artículo 2r de Ia citada ley, se estableció que la Autoridad estará a cargo de
una Junta Directiva, la cual estará integrada por los siguientes miembros: el Ministro de
Gobierno y Justicia o quien él designe, quien la presidirá; el Ministro de Obras Publicas o
quien él designe; el Ministro de Vivienda, o quien él designe; el Viceministro de Cornercio
Exterior del Ministerio de Comercio e lndustrias. o quien él designel el Contralor General
de la República, o quien él designe, con derecho a voz; cinco miembros designados por el
Presidente de la República; tres representantes de la Cámara Nacional de Transporte; un
represenlante del transporte de carga; cuatro representantes a nivel nacional. cuatro
principales y cuatro suplentes, escogidos entre los usuarios del transporte público terrestre
de pasajeros por provincia y comarc4 el cual será escogido por la Defensoría del Pueblo.
quien organizará un proceso para escoger a un representante de cada provincia ¡ uno de las
comarcas.

En ese mismo sentido, se establece en el artículo 7-Aa de la citada ley, lo siguiente: "Zo.s

represenlante de los usuarios y su suplenles a nivel nacional serán escogidos por lct

Defensoría del Pueblo y su remoción será por solicitud de esto inst¡tución al ()rgano

Ejecutivo, cuondo sustenle que sus acluaciones pugnan con los intereses de la Autorida¿l o
de los usuarios del transporte público terrestre de pasajeros"

De lo anterior, desprende que no todos los miembros que conforman la Junta Directiva
de la Autoridad del Tránsito y Transporte Terrestre, son considerados Senidores
Públicos, en atención a la definición establecida en el artículo 299 de la Constitución
Política. Veamos:"Son servidores públicos las personas nontbradas temporal o pernnnenta
en corgos del Órgano Ejecutivo, Legislath'o y Judicial, de los Municipios, entitlo(ks
Autónontos o Sentiautónonus; y en general, las que perciban rentuneroción del Estado '.

En ese orden de ideas, cabe señalar que el artículo 302 de nuestra Carta Magna establece que

los deberes y derechos a favor de los servidores públicos serán determinados por la le¡.

En concordancia con lo anterior. cobra relevancia lo preceptuado en el artículo 277 de la
Constitución Política, el cual establece que no podrá hacerse ningún gasto público que no
haya sido autorizado de acuerdo con la Constitución y la Ley; lo que implica que los gastos
concemientes a laslr{imas qu9 debe pjgar el Estado por la contratación de Seguros Colectivo
deV sPú deben estar respaldados por una disposición
Constitucional o Legal, que le reconozcas este derecho al servidor público.

Lo anterior, es de vital importancia al tema que nos ocup4 toda vez que, para que una
entidad del Estado, pueda contratar una Póliza de Seguros a favor de sus colaboradores.

deben ...

I Modificada por la Ley No. 42 de 22 de octubre de 2007. Publicada en la Gaceta Oficial Digital No. 25905.
de 24 de octubre de 2fi)7.
r Cfr. artÍculo 2 de la Le) No. 34 de 28 dsjulio de 1999. Publicada en la Gaceta Oficial D¡giral No. 2385.1.
r Modificado por el atículo 2l de la Ley No. 42 de 22 de octubre de 2007. Publicada cn la Caceta Oticial
Digital No. 25905.
a Introducido por el artículo 22 de la Ley No. 42 de 22 de octubre de 2007. Publicada en la Gaccta Oficial
Digital No. 25905.
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deben contemplar dicho gasto en su presupuesto y contar con la partida correspondiente, tal
como lo establece el artículo quinto del Decreto Ejecutivo No. 22 de I de mayo de 1996.
"Por el cual se reglanenla la contralación de póli:os de seguros en el sector ptiblictt '

Por todo lo antes expuesto, somos de la opinión jurídica que la Autoridad del Tránsito ¡
Transporte Terrestre, cuenta con el ido ue lct ucultc luo
y concesión de una Póliza Colecti va de Vida, a aquellus Dersonas que no se enmarcúrt ¿.:n¡ro
de la nición de servidor oúblico conte plada en el artículo 299 da lo Constitutióndeti

í¡ r niembros de la Junta D de la Autoridad del Tránsit
Transporte Terreslre.

De esta manera se da respuesta a su solicitud, indicándole que la opinión aquí veñida. no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una
posición vinculante, en cuanto a lo consultado.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle las seguridades de mi alta consideración.
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